SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 086
RADICACIÓN:  66001318700420180004001
ACCIONANTE: DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ 
AGENTE OFICIOSA:   LUZ ELENA VIVI M.

REVOCA Y CONCEDE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
        Sentencia  – 2ª instancia – 10 de septiembre de 2018
Proceso:    
        Acción de Tutela 
Radicación Nro. :           66001318700420180004001

Accionante:                    Daniel Eduardo Hernández 

Accionado:

    Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares.

Magistrado Ponente:     Jorge Arturo Castaño Duque
TEMAS:


DERECHO A LA SALUD /  PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS EN EL MUNICIPIO DE PEREIRA/ PAUTAS JURISPRUDENCIALES/ CASO CONCRETO SE ENMARCA EN LAS EXIGENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA LA CONCESIÓN DE TRANSPORTE Y ALOJAMIENTO A OTRO MUNICIPIO O CIUDAD / REVOCA -CONCEDE.

La Sala comparte los argumentos expuesto por la falladora de primer nivel, puesto que en efecto no se acreditó en este asunto la negación o dilación de servicios de salud por parte de la accionada, ni que su actuación fuera negligente o al margen del procedimiento establecido; por tanto, no es procedente dar órdenes frente a atenciones o exámenes pendientes, ni mucho menos acceder al tratamiento integral solicitado, además por no ser la vía para efectuar hacer reclamaciones de tipo económico. No obstante, se advierte que en el fallo se pasó por alto el estudio atinente al suministro de transporte y alojamiento por parte de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares, en caso de que los servicios sean prestados en una ciudad diferente a Pereira (Rda.), aspecto que en esencia constituye la razón de ser de la inconformidad manifestada por la apelante.

(…)

Si bien la accionada ha garantizado las atenciones médicas que DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ ha requerido para el tratamiento de las patologías que actualmente presenta, el hecho de que los servicios le sean brindados en  Bogotá constituye una barrera para que este pueda acceder a los mismos, y por tanto materializa una vulneración de su derecho fundamental a la salud, puesto que según afirmó su progenitora y no fue controvertido ni desvirtuado por la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares, no cuentan con los medios económicos para cubrir los gastos que ello implica.

El artículo 34 del Decreto 1795/00 por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, establece que el Plan de Atención Básica para ese régimen especial es el contemplado en el artículo 165 de la Ley 100/93, es decir, el Plan Obligatorio de Salud, y el Ministerio de Salud mediante Resolución 005521 del 27-12-13 plasmó lo siguiente:

“Artículo 125. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un medio diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en el Plan Obligatorio de Salud, no disponible en el municipio de residencia del afiliado, será cubierto con cargo a la prima adicional para zona especial por dispersión geográfica. Parágrafo. Las EPS igualmente deberán pagar el transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de esta resolución, cuando existiendo estos en su municipio de residencia la EPS no los hubiere tenido en cuenta para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la EPS recibe o no una UPC diferencial.”

(…)

En el presente asunto, como ya se indicó, la ascendiente del accionante afirmó no poseer los recursos necesarios para solventar ese tipo de gastos, que en efecto requieren de cierta capacidad económica para que no se vea afectado el mínimo vital del enfermo y su núcleo familiar. En esas condiciones, en aplicación de los citados precedentes jurisprudenciales, considera el Tribunal que la demandada debe, en la medida de lo posible, de acuerdo a su red de prestadores, autorizar y suministrar los servicios médicos a DANIEL EDUARDO en Pereira (Rda.), y en caso de remitirlo a una ciudad diferente, proporcionarle los gastos de traslado y alojamiento para él y un acompañante.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N° 773
                                                      Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  la ciudadana LUZ ELENA MARTÍNEZ VIVI, en su calidad de agente oficiosa de su hijo DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ VIVI, frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ VIVI, quien cuenta actualmente con 21 años, durante la prestación del servicio militar con las fuerzas militares de Colombia -a partir de abril 7 de 2016-, mostró signos y síntomas de conformidad con los cuales, de manera inicial, se le diagnosticó “meningitis”, y posteriormente “leptospirosis, lupus, dengue, enfermedad tropical, entre otras enfermedades”, sin que se haya podido concretar cuál de esa afecciones ha ocasionado el deterioro en su salud desde hace dos años; (ii) actualmente HERNÁNDEZ VIVI presenta constantes dolores en todas las partes del cuerpo, pérdida de memoria, delirio de persecución, irritabilidad, estrés, ansiedad y agresividad, y de acuerdo con la junta médica laboral realizada en abril 17 de 2018 tiene “trastorno mental y de comportamiento secundario a lesión o disfunción cerebral, amnesia, compromiso de memoria”; y (iii) las terapias ocupacionales y de psicología, controles de psiquiatría y de neuropsicología son realizados en Bogotá, no obstante los costos de traslado no han sido suministrados por la entidad accionada, pese a que se han hecho varias solicitudes tendientes a que le sean reconocidos los valores correspondientes a éstos, debido a que no cuentan con los medios económicos para asumir esa carga.
De acuerdo con lo anterior, se solicita el amparo de los derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal y a la vida digna; y, en consecuencia, se ordene a la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares autorizar de manera inmediata la cita de psiquiatría y los exámenes de laboratorio que le fueron prescritos, el tratamiento integral respecto de las patologías que actualmente presenta, al igual que los gastos de desplazamiento y alojamiento para DANIEL EDUARDO y un acompañante, en caso de que sea remitido a una ciudad diferente para ser atendido. De la misma manera, estudiar el reembolso de los gastos ocasionados con su desplazamiento durante estos dos años, y brindarle un transporte especial de acuerdo con la condición que presenta.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que procedió a admitirla y le corrió traslado a la entidad accionada, la cual se pronunció por intermedio de la Jefe de la oficina jurídica en los siguientes términos:
- En abril 17 de 2018 se realizó al señor DANIEL HERNÁNDEZ VIVI Junta Médica Laboral Definitiva N° 074-18 JEFSA con acta 97, en la cual se determinó una pérdida de capacidad laboral del 10%, y que “es apto para licenciamiento no genera incapacidad”. Dicha determinación fue notificada al accionante en junio 06 de 2018, y se le hizo saber que de estar inconforme con lo resuelto contaba con un plazo de 4 meses para solicitar la convocatoria a Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, última instancia para ese tipo de reclamaciones, puesto que frente a las decisiones adoptadas por éstos solo proceden las acciones jurisdiccionales pertinentes. 
Al encontrarse activo en la base de datos el tutelante puede acceder a los servicios de salud ofrecidos por el subsistema de las Fuerzas Militares, y para ello debe gestionar las citas médicas o controles en caso de haber sido ordenados por los médicos tratantes, lo cual es responsabilidad de él  y/o de su agente oficiosa.
El reembolso de los gastos de traslado en los que se ha incurrido para que el actor asista a las citas médicas es improcedente por vía de acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional.
En lo atinente al suministro de transporte especial debe indicarse que el único medio que se encuentra autorizado en las instituciones de salud es el de ambulancia, y solo puede ser suministrado cuando el galeno así lo determine, y en el presente caso no existe una prescripción médica en ese sentido.

No existe vulneración de los derechos fundamentales invocados, por cuanto se siguió el procedimiento establecido para la valoración de su patología mediante la junta médica, se le ha brindado el tratamiento médico requerido, y en el evento de estar inconforme con lo resuelto puede hacer uso del recurso previsto, el cual hasta el momento no ha interpuesto. 

Solicita se declare improcedente el amparo.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal se profirió fallo en el cual no se accedió a la pretensiones invocadas por lo siguiente: (i) la accionada no ha vulnerado al derecho a la salud del actor, puesto que no se demostró que le hubiese negado la prestación de los servicios médicos, sino que por el contrario se advierte que pese a que ya culminó la prestación del servicio militar figura activo en la base de datos de la entidad, y le han sido autorizados todos los procedimientos, exámenes, y demás atenciones que requiere; (ii) en caso de que inconformidad con lo determinado por la Junta Médica laboral puede utilizar la convocatoria a Tribunal Médico Laboral conforme lo previsto en el ordenamiento; y (iii) este mecanismo constitucional no es el medio idóneo para obtener el reembolso de dinero. 
4.- IMPUGNACIÓN
La accionante en respuesta a la notificación del fallo efectuada mediante correo electrónico, y encontrándose dentro del término legal para impugnar, manifestó que no está de acuerdo con lo decidido, por cuanto su solicitud está encaminada a que su hijo lo atiendan en Pereira debido a que por su situación económica es muy difícil su desplazamiento a Bogotá.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo constitucional. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con lo consignado en el escrito de tutela, se advierte que la señora LUZ ELENA HERNÁNDEZ VIVI, en su condición de agente oficiosa de su descendiente DANIEL EDUARDO, acudió ante el juez constitucional con el propósito de obtener el amparo de los derechos fundamentales que en su criterio le están siendo quebrantados a éste por la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares.

Al respecto expuso la situación médica que presenta su descendiente desde hace dos años, y la cual según indicó se hizo manifiesta cuando se encontraba prestando su servicio militar con el Ejército Nacional. Con fundamento en ello pidió que se le ordenara a dicha entidad autorizar  servicios médicos, el suministro del tratamiento integral y proporcionarle un medio de transporte especial, además de su asumir el costo del traslado y alojamiento del actor y un acompañante, en caso de ser remitido a otra ciudad para su atención, y el reembolso de los gastos en los que se ha incurrido durante este tiempo para su traslado a Bogotá.
La Dirección General de Sanidad del Ejército se opuso a esas pretensiones al considerar que su actuación no es vulneratoria de los derechos del accionante, puesto que el mismo ya fue valorado por la Junta Médica Laboral o de Policía, decisión frente a la cual puede interponer el recurso ante el Tribunal Médico Laboral Militar o de Policía. De igual forma, por cuanto el mismo se encuentra activo para acceder a los servicios de salud de ese subsistema pese a que terminó la prestación del servicio militar, y no es viable suministrarle un transporte especial puesto que no ha sido ordenado por el galeno tratante, como tampoco valerse de este mecanismo constitucional para obtener el reembolso de sumas de dinero.
La juez de instancia consideró que en el caso sometido a estudio no se incurrió en vulneración de los derechos del actor, básicamente porque no se demostró que la accionada le hubiese negado la prestación de los servicios médicos, además este tiene expedito el mecanismo administrativo para controvertir lo determinado por la Junta Médica Labora Militar, y la tutela no puede utilizarse para obtener el reembolso de dinero. 

La Sala comparte los argumentos expuesto por la falladora de primer nivel, puesto que en efecto no se acreditó en este asunto la negación o dilación de servicios de salud por parte de la accionada, ni que su actuación fuera negligente o al margen del procedimiento establecido; por tanto, no es procedente dar órdenes frente a atenciones o exámenes pendientes, ni mucho menos acceder al tratamiento integral solicitado, además por no ser la vía para efectuar hacer reclamaciones de tipo económico. No obstante, se advierte que en el fallo se pasó por alto el estudio atinente al suministro de transporte y alojamiento por parte de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares, en caso de que los servicios sean prestados en una ciudad diferente a Pereira (Rda.), aspecto que en esencia constituye la razón de ser de la inconformidad manifestada por la apelante.

Al respecto debe decirse de entrada, que lo atinente al transporte especial pedido dentro del amparo no es viable, puesto que como bien lo señaló la entidad, no se cuenta con ninguna prescripción médica que así lo indique; sin embargo, lo referente a que la entidad suministre los gastos de traslado y alojamiento para el accionante y un acompañante cuando sea remitido a otra ciudad, es un punto que amerita un análisis particular en criterio de esta Colegiatura.

Si bien la accionada ha garantizado las atenciones médicas que DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ ha requerido para el tratamiento de las patologías que actualmente presenta, el hecho de que los servicios le sean brindados en  Bogotá constituye una barrera para que este pueda acceder a los mismos, y por tanto materializa una vulneración de su derecho fundamental a la salud, puesto que según afirmó su progenitora y no fue controvertido ni desvirtuado por la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares, no cuentan con los medios económicos para cubrir los gastos que ello implica.
El artículo 34 del Decreto 1795/00 por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, establece que el Plan de Atención Básica para ese régimen especial es el contemplado en el artículo 165 de la Ley 100/93, es decir, el Plan Obligatorio de Salud, y el Ministerio de Salud mediante Resolución 005521 del 27-12-13 plasmó lo siguiente:
“Artículo 125. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un medio diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en el Plan Obligatorio de Salud, no disponible en el municipio de residencia del afiliado, será cubierto con cargo a la prima adicional para zona especial por dispersión geográfica. Parágrafo. Las EPS igualmente deberán pagar el transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de esta resolución, cuando existiendo estos en su municipio de residencia la EPS no los hubiere tenido en cuenta para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la EPS recibe o no una UPC diferencial.”

Así mismo, la Corte Constitucional ha considerado que el transporte dentro del sistema de salud a pesar de no ser un servicio médico, es una prestación que permite el acceso a las atenciones que requiere un paciente
. Al respecto, el Alto Tribunal ha señalado que: “si bien el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (…) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”
. 
Ahora bien, en punto del suministro de los viáticos –alimentación, hospedaje y transporte- la jurisprudencia constitucional ha referido que en situaciones especiales la tutela procede para el reconocimiento de transporte y viáticos a quienes por circunstancias médicas y de vulnerabilidad requieren trasladarse a otras ciudades para recibir atención en salud, al ser este el único medio que tienen para obtenerla. Situación que se ve truncada por la existencia de barreras económicas que impiden en muchas ocasiones el acceso a la salud, ya que en la práctica de poco sirve tener autorizados procedimientos, citas o terapias, cuando las mismas se otorgan en una ciudad a la que el paciente difícilmente podría llegar. La jurisprudencia constitucional en Sentencia T-433/14 expresó:

“[…] la Corte ha señalado que su rigor normativo excluye hipótesis que conforme a la jurisprudencia constitucional se entienden como susceptibles de ser cubiertas en casos particulares y específicos, como ocurre con el servicio de transporte y alojamiento al usuario y a un acompañante, cuando su situación económica les impide asumir el costo de un traslado y el respectivo hospedaje y manutención en una ciudad distinta a la que residen, con el propósito de acudir a citas, procedimientos o tratamientos médicos de los que depende la salvaguarda de la integridad física o la vida digna de un menor de edad o de una persona con discapacidad. En las anteriores circunstancias, esta Corporación haya señalado que es procedente conceder el transporte y alojamiento del paciente y de un acompañante, toda vez que la ausencia de recursos económicos, se convierte en una barrera injustificada para el acceso a servicios médicos necesarios para mejorar la condición de salud del paciente
.”
En el presente asunto, como ya se indicó, la ascendiente del accionante afirmó no poseer los recursos necesarios para solventar ese tipo de gastos, que en efecto requieren de cierta capacidad económica para que no se vea afectado el mínimo vital del enfermo y su núcleo familiar. En esas condiciones, en aplicación de los citados precedentes jurisprudenciales, considera el Tribunal que la demandada debe, en la medida de lo posible, de acuerdo a su red de prestadores, autorizar y suministrar los servicios médicos a DANIEL EDUARDO en Pereira (Rda.), y en caso de remitirlo a una ciudad diferente, proporcionarle los gastos de traslado y alojamiento para él y un acompañante.

En los términos antes señalados se revocará la decisión de instancia, y se tutelará el derecho a la salud del que es titular el joven HERNÁNDEZ VIVI.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento.
SEGUNDO: SE TUTELA el derecho fundamental a salud del que es titular DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ VIVI. 
TERCERO: SE ORDENA a la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares que en la medida de las posibilidades, y de acuerdo a su red de prestadores, autorice y brinde los servicios médicos requeridos por DANIEL EDUARDO HERNÁNDEZ VIVI en Pereira (Rda.), y en caso de remitirlo para ser atendido en una ciudad diferente, le suministre los gastos de traslado y alojamiento para él y un acompañante.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,


WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-388 de 2012. 


� Sentencia T-760 de 2008, T-022 de 2011 y T-481 de 2011.


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-524 de 2012 y T-679 de 2013.
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